Análisis de las políticas públicas del Estado colombiano para la protección de los inmigrantes forzados venezolanos contra el delito de trata de personas en el período 2016-2020 by Carrascal-Haddad, Marcia Karina
 
https://creativecommons.org/licenses/by/4.0/deed.es 
 
 
 
 
 
 
2 
 
UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. 
FACULTAD DE DERECHO 
MAESTRÍA EN DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO 
 
 
 
 
 
 
Análisis de las políticas públicas del Estado colombiano para la protección de los 
inmigrantes forzados venezolanos contra el delito de trata de personas en el período 2016-
2020 
 
 
 
 
Autora: Marcia Karina Carrascal Haddad 
Directora: Dra. Flor María Ávila Hernández 
 
 
 
 
 
 
Análisis de las políticas públicas del Estado colombiano para la protección de los inmigrantes 
forzados venezolanos contra el delito de trata de personas en el período 2016-2020 
3 
 
 
Resumen 
La presente investigación pretende determinar si es necesario que dentro de las políticas 
públicas desarrolladas e implementadas por el Estado Colombiano para la lucha contra la 
trata de personas existan políticas destinadas a proteger a los inmigrantes venezolanos y 
garantizar sus derechos humanos como grupo vulnerable frente a la trata de seres humanos, 
considerando que este delito ha sido un problema histórico para el Colombia y que la 
migración forzada de ciudadanos Venezolanos que ha tenido lugar en los últimos años ha 
aumentado la población vulnerable a la trata. La investigación tiene una metodología 
descriptiva documental, que parte del análisis de fuentes oficiales, doctrinarias y 
jurisprudenciales, especialmente las políticas públicas implementadas por el Estado 
Colombiano en el periodo 2016-2020. Como conclusión se determinó que si bien Colombia 
ha elaborado y ejecutado políticas destinadas a prevenir la trata de personas, como la 
estrategia nacional de lucha contra la trata de personas 2016-2018, existe falta de veracidad 
informativa respecto al funcionamiento de las políticas estatales e inexistencia de políticas 
específicas para la protección de los inmigrantes forzados, que son necesarias dado que este 
grupo es uno de los más afectados por la trata de personas. 
Palabras clave: Trata de personas. Migración. Derechos humanos. Políticas públicas. 
Derecho internacional.  
 
 
 
 
 
Analysis of the public policies of the Colombian State for the protection of the Venezuelan 
forced migrants against the crime of human trafficking. 
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Abstract. 
This research aims to determine whether is necessary for the Colombian State to establish, 
within the public policies developed to fight human trafficking, specific policies aimed at 
protecting Venezuelan immigrants and guaranteeing their human rights, as a vulnerable 
group to human trafficking, considering that this crime has been a historical problem for 
Colombia and that the forced migration of Venezuelan citizens that has taken place in recent 
years has increased the population vulnerable to human trafficking. The research is of a 
qualitative type, with a descriptive/documental methodology, based on the analysis of 
official, doctrinal and jurisprudential sources, specifically the public policies developed by 
the Colombian State in the period 2016-2020. As a conclusion, it was determined that 
although the Colombian State has developed and implemented public policies aimed at 
preventing human trafficking, the most recent being the national strategy to combat human 
trafficking 2016-2018, there is a lack of comprehensive information veracity regarding the 
operation of state policies and a non-existence of specific policies for the protection of forced 
immigrants, which are a necessity given that this group is one of the most affected by human 
trafficking. 
Keywords: Migration. Human trafficking. Human rights. Publica policías. International la. 
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La presente investigación busca determinar si el Estado Colombiano ha desarrollado 
e implementado políticas públicas para proteger a la población migrante forzada venezolana 
del delito de trata de personas. A tal fin se analizarán las políticas públicas adoptadas por el 
Estado Colombiano para el para el periodo 2016-2020. También se analizará si la migración 
ha sido un factor considerado al momento de desarrollar las políticas públicas en la materia. 
Esto partiendo del hecho de que los migrantes, en especial los migrantes irregulares, son un 
grupo vulnerable a la trata de personas. Y el Estado es el principal garante y defensor de los 
derechos humanos de todas las personas residentes en su territorio. 
Por consiguiente, la pregunta que esta investigación pretende responder es: ¿Es 
necesario que el Estado Colombiano establezca políticas públicas para proteger a la 
población inmigrante venezolana frente al delito de la trata de personas?  
A fin de responder a esta interrogante se realizará un análisis con una metodología 
descriptiva documental donde se revisarán fuentes legales, administrativas y doctrinarias, así 
como informes publicados por ONGs sobre las políticas antitrata establecidas en Colombia. 
La hipótesis de la investigación es que es necesario que el Estado colombiano implemente 
políticas públicas para la protección de los migrantes forzados venezolanos, sujetos 
especialmente vulnerables ante este delito y que necesitan políticas específicas destinadas a 
su protección. 
El objetivo de esta investigación es determinar si dentro de las políticas públicas que 
ha implementado el Estado colombiano para afrontar el problema de la trata de personas en 
el territorio nacional, se han incluido políticas destinadas la protección de la población 
inmigrante venezolana, como grupo vulnerable y si existe la necesidad de que el Estado 
reoriente sus políticas y aumente sus esfuerzos en la materia, en el período de estudio 2016-
2020. Para ello se revisarán las políticas vigentes, en especial las relacionadas con la 
prevención del delito, la atención a las víctimas y las políticas dirigidas a brindar atención a 
los inmigrantes, ya sea las relacionadas con la regularización migratoria, la búsqueda de 
empleo y la prestación de servicios como salud y educación. 
En primer lugar se realizará un breve repaso por los antecedentes históricos de la 
trata de personas, su diferencia con la esclavitud tradicional y su relación con otras prácticas 
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como la prostitución forzada. También se mencionarán las perspectivas de los distintos 
movimientos feministas sobre el problema de la trata, y luego como la globalización ha 
impactado este fenómeno en las últimas décadas y su estrecha relación con la migración. 
Luego se presentarán los primeros esfuerzos del Estado colombiano para combatir 
la trata, desde la evolución normativa de las normas que tipifican el delito, hasta las primeras 
políticas públicas contra el mismo. Ante la inexistencia de políticas específicas sobre la trata 
de migrantes, se analizan las políticas públicas vigentes en el periodo de estudio (2016 – 
2020), con énfasis en las críticas que diversos autores y ONGs nacionales e internacionales 
han señalado al respecto, y como el problema de la trata ha afectado a la población de 
inmigrantes forzados provenientes de Venezuela, revisando brevemente las políticas que el 
Estado Colombiano ha establecido para atender las necesidades de este grupo, para terminar 
con las conclusiones y recomendaciones al Estado Colombiano.    
La inmigración forzada masiva de venezolanos hacia el territorio colombiano que 
ha tenido lugar en los últimos 5 años es uno de los temas más relevantes, de mayor discusión 
y que mayor impacto promete tener en la realidad de la Colombia del postconflicto. Esta 
situación ha sido detonada por la emergencia humanitaria compleja, particularmente por la 
crisis política y económica observada en Venezuela en la última década caracterizada por 
una hiperinflación “considerada la más alta del mundo, ha devorado progresivamente el 
poder adquisitivo de los ciudadanos” (Ávila Hernández F. e., 2018, pág. 1011), lo que ha 
llevado al aumento exponencial en los índices de pobreza extrema y desnutrición. 
La problemática actual es el resultado de una larga crisis política económica y social 
que inició bajo el Gobierno del expresidente Hugo Chávez, pero se incrementó a niveles 
catastróficos con el Gobierno de su sucesor Nicolás Maduro (Ávila Hernández F. y., 2017, 
pág. 176). En los últimos 17 años, la situación ha evolucionado hasta convertirse en una 
emergencia humanitaria compleja y la actual crisis migratoria de refugiados. Según cifras del 
Plan Regional de Respuesta para Refugiados y Migrantes (RMRP por sus siglas en inglés) 
existen 5.180.615 ciudadanos venezolanos entre migrantes, refugiados y solicitantes de asilo, 
cifra que no incluye a los venezolanos sin un estatus migratorio regular (Plan Regional de 
Respuesta para Refugiados y Migrantes, 2020). 
7 
 
Como estado limítrofe de Venezuela (la mayor frontera terrestre de Venezuela es 
precisamente la que comparte con Colombia) ambos países poseen vínculos históricos y 
culturales estrechos. No sorprende entonces que ante la crisis en Venezuela, Colombia se 
haya convertido en el principal receptor de inmigrantes venezolanos, además de un país de 
tránsito para muchos otros que intentan llegar a otros países de la región. (Banco Mundial, 
2018, págs. 49-50) 
En consecuencia el país ha recibido un número sin precedentes de inmigrantes. 
Según cifras publicadas por Migración Colombia en un Informe del 30 de junio de 2019, 
residen en el país 1.408.055 venezolanos de los cuales 742.390 son migrantes regulares y 
665.665 son migrantes irregulares. Bogotá ha sido el principal destino de los migrantes con 
un 22% del total, seguido por los Departamentos de Norte de Santander (13%) y La Guajira 
(11%) (Migración Colombia, 2019). 
Muchos de estos inmigrantes venezolanos se encuentran en una situación 
sumamente vulnerable, lo que ha significado un desafío adicional para las instituciones del 
Estado. Colombia tradicionalmente ha sido emisor de migrantes y no un receptor. La 
magnitud de la migración y lo novedoso del fenómeno ha puesto a prueba la capacidad de 
respuesta institucional del Estado de dar respuesta inmediata a las necesidades básicas de los 
inmigrantes en materia de vivienda, trabajo, salud, educación y alimentación, de conformidad 
con los estándares de protección de los derechos humanos. (Banco Mundial, 2018, pág. 73) 
Esta población marginada es susceptible de ser víctimas de numerosos delitos, 
particularmente aquellos vinculados con el crimen organizado como el robo, el secuestro, la 
extorsión, la explotación sexual o la trata de personas, objeto de la presente investigación. El 
delito de trata de personas ha constituido un fenómeno recurrente en la historia colombiana 
durante las últimas décadas, como se observará más adelante. Situaciones como la pobreza, 
la desigualdad y la violencia generada por los conflictos internos, tanto la lucha contra grupos 
guerrilleros y paramilitares, como la violencia cometida por los carteles de la droga, ha 
llevado a que exista una amplia población susceptible de ser víctima de este delito. 
Los grupos criminales practican la trata de personas sobre los grupos más 
vulnerables en las zonas bajo su control. Esta consta de 2 elementos esenciales, el primero es 
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el traslado de la víctima, ya sea a través de engaños, coerción o aprovechamiento de la 
vulnerabilidad de la persona, a un lugar desconocido donde esta queda aislada cultural o 
socialmente y se le impide la escapatoria. El segundo elemento es la explotación a la que la 
víctima es sometida en el lugar de destino, que puede incluir la explotación sexual, 
prostitución forzada, esclavitud, servidumbre, la mendicidad, el reclutamiento forzado, entre 
otras formas de explotación. (Universidad Nacional De Colombia , 2009, pág. 29) 
Aunque la realidad colombiana ha cambiado en los últimos años con la desaparición, 
desmovilización o debilitamiento de muchos grupos irregulares, la trata de personas no ha 
desaparecido. Una de las zonas afectadas es la frontera entre Colombia y Venezuela donde 
se han denunciado casos de la trata con fines sexuales de mujeres y niñas venezolanas dirigida 
por grupos guerrilleros o bandas criminales según un informe de la ONG Ideas Para la Paz. 
(Fundación Ideas para la Paz, 2018) 
Otro aspecto a analizar es el estatus de los migrantes venezolanos, si en efecto 
pueden considerarse refugiados o por el contrario, se trata simplemente un caso de migración 
económica. Este tema es objeto de debate dentro y fuera de Colombia, en parte por la 
definición misma de dichos conceptos. 
La Convención de Ginebra de 1951 contiene una definición muy limitada y 
restrictiva del término refugiado, que solo aplica a personas o grupos que experimentan 
persecución individualizada con base a unos criterios específicos mientras que excluye a 
muchos grupos o individuos que se ven forzados a abandonar su país para sobrevivir 
(Bhabha, 2002) La definición contenida en la Convención considera como refugiados a 
aquellas personas que: 
“debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, 
no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y 
hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes 
tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera 
regresar a él” (ONU, 1951) 
La Declaración de Cartagena sobre refugiados de 1984 pretendió ampliar el 
concepto de refugiado de la Convención de Ginebra. Por ello se incluyeron grupos que 
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estaban en una situación similar de vulnerabilidad, pero que no estaban incluidos dentro de 
la anterior definición. En el marco de esta Declaración deben considerarse refugiados, 
además de aquellas personas contempladas en la Convención de 1951: 
 “las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han 
sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que 
hayan perturbado gravemente el orden público.” (Declaración de Cartagena sobre 
refugiados, 1984) 
Esta definición ha permitido superar las limitantes existentes en la recogida por la 
Convención, específicamente el elemento definitorio de “la persecución personalizada”, para 
que los Estados consideren circunstancias que representan una amenaza para los derechos o 
la supervivencia de un grupo. (Amnistia internacional, 2017). 
La Declaración de Cartagena constituye un instrumento de tipo declarativo sin 
carácter vinculante, pero que debe ser considerado como parte del “soft law internacional” o 
“derecho internacional consuetudinario” normas interpretativas que según la Corte 
Interamericana de Derechos humanos forman parte del corpus iuris del derecho internacional 
de los derechos humanos. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014) En 
consecuencia, la Declaración es de uso obligatorio para los países de la región debido a que 
la misma ha originado una “práctica ulterior” al momento de determinar las obligaciones 
convencionales de los Estados frente a la Convención de 1951 y a la Convención Americana 
de los Derechos Humanos. (Mondelli, 2018, pág. 102). Por otro lado, en materia de asilo, los 
Estados deben evaluar si un solicitante de asilo se encuentra dentro de los supuestos de la 
definición regional, según lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Mondelli, 2018, pág. 107 y 108).  
Y pese a que se trata de un documento no vinculante, la definición que contiene ha 
sido incorporada al ordenamiento jurídico de diversos países de la región, incluyendo a 
Colombia. En nuestro país la definición regional está incluida en los Decretos 2840 de 2013 
por el cual se establece el Procedimiento para el Reconocimiento de la Condición de 
Refugiado, se dictan normas sobre la Comisión Asesora para la Determinación de la 
condición de Refugiado y otras disposiciones y 1067 de 2015 por medio del cual se expide 
el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Relaciones Exteriores. Sin 
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embargo hasta la fecha la definición regional no ha sido recogida en ninguna ley. (ACNUR, 
2020) 
Sobre los inmigrantes forzados venezolanos, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha dicho: 
“La CIDH considera que las violaciones masivas a los derechos humanos, así como 
la grave crisis alimentaria y sanitaria que viene enfrentando Venezuela como 
consecuencia de la escasez de alimentos y medicamentos, también, ha conllevado 
al crecimiento exponencial de cientos de miles de personas venezolanas que se han 
visto forzadas a migrar hacia a otros países de la región en los últimos años, como 
una estrategia de supervivencia que les permita a ellas y sus familias preservar 
derechos tales como la vida, la integridad personal, la libertad personal, la salud y 
la alimentación, entre otros.  
La CIDH observa que un gran número de personas venezolanas se han visto forzadas 
a huir de Venezuela como consecuencia de violaciones a derechos humanos, la 
violencia e inseguridad, y la persecución por opiniones políticas. Asimismo, para 
hacer frente a los efectos que vienen ocasionando la crisis generada por la escasez 
de alimentos, medicamentos y tratamientos médicos; y la dificultad para el cobro 
pensiones, entre otros. La grave crisis alimentaria y sanitaria ha impactado en 
especial a grupos en situación de exclusión y discriminación histórica, como niños, 
niñas y adolescentes (NNA), mujeres, personas mayores, pueblos indígenas y 
afrodescendientes, personas con discapacidad, personas con enfermedades y 
personas en situación de pobreza.” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2018, pág. 1) 
El Banco Mundial compartió la opinión de considerar a los migrantes venezolanos 
como refugiados. En un informe de 2018 titulado “Migración desde Venezuela a Colombia”, 
el Banco Mundial comparó la situación de muchos inmigrantes venezolanos en Colombia 
con la de los refugiados del norte de África y Oriente Medio en Europa. (Banco Mundial, 
2018, págs. 16-17) 
Volviendo al tema de la vulnerabilidad de los inmigrantes venezolanos, la Corte 
Suprema de Justicia en la Sala de Casación Penal ha señalado que: 
“La exclusión social y económica, las mejores oportunidades reales o supuestas que 
brindan los países más desarrollados, los conflictos armados internos, los desastres 
naturales y los efectos de la globalización, se erigen como algunas de las causas que 
han determinado el incremento de los procesos migratorios, todo lo cual ha impuesto 
a la comunidad internacional reaccionar con el propósito de evitar abusos y 
desmanes por parte de la criminalidad que encuentra en las personas migrantes el 
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caldo de cultivo para sus ilícitos fines.” (Proceso No 25465 Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia, 2006) 
Todo partiendo del hecho de que el Estado Colombiano es el principal garante y 
responsable de la protección de los derechos humanos de las personas dentro de su territorio. 
En consecuencia, le corresponde al Estado desarrollar e implementar las políticas públicas 
necesarias para la protección y el resguardo de los derechos de los inmigrantes venezolanos 
y para erradicar la trata de personas de su territorio. En particular si consideramos que la trata 
de personas es un delito pluriofensivo, que atenta contra bienes jurídicos tales como la vida, 
la dignidad y la libertad física y sexual. (Sentencia C-464/14 de la Corte Constitucional, 
2014)  
 
1. Metodología. 
La presente investigación se realizó con una metodología descriptiva documental 
que parte del análisis hermenéutico de una serie de fuentes documentales, que varían desde 
obras doctrinales, investigaciones científicas, documentos oficiales de organismos del Estado 
e informes provenientes de ONGs nacionales e internacionales, para analizar las respuestas 
institucionales al problema de la trata de personas en el marco de la inmigración forzada 
masiva de migrantes forzados venezolanos a Colombia en el período 2016 - 2020. 
Por consiguiente se inicia con una descripción de la normativa jurídica del Estado 
Colombiano y las políticas públicas desarrolladas e implementadas por el mismo en los años 
previos al periodo de estudio (algunas de las cuales siguen vigentes). Luego, se analizan las 
políticas que el Estado desarrollo en el marco de la Estrategia Nacional Integral de Lucha 
contra la Trata de Personas de 2016 – 2018, última estrategia elaborada por las autoridades 
competentes y que no ha sido reemplazada en la actualidad, y donde se sentaron los 
lineamientos que definen y orientan la actuación del Estado ante esta problemática en la 
actualidad.  
Posteriormente se analizarán las políticas públicas dividiéndolas en dos categorías. 
Por un lado, las políticas dirigidas a combatir la trata de personas, y por el otro, aquellas 
dirigidas a brindar ayuda, atención y asistencia a la población inmigrante y facilitar su 
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inserción en la sociedad colombiana y que tienen un efecto directo en la reducción de la 
vulnerabilidad de este grupo frente al fenómeno de la trata. 
 
2. Antecedentes históricos del delito de trata de personas e interpretaciones desde el 
movimiento feminista. 
El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, realizado en el año 2001 en el marco de la Convención Internacional para 
el Combate contra la Delincuencia Organizada Trasnacional de las Naciones Unidas, también 
denominado “Protocolo de Palermo” define el delito de trata de personas en los siguientes 
términos: 
“La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, 
al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una 
persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación 
incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.” (Protocolo de 
Palermo, 2000. Art. 3A) 
La trata de personas también ha sido históricamente denominada “trata de blancas” 
(White trade slavery), que deriva de la expresión francesa traité des noirs, utilizada para 
referirse al comercio de esclavos negros (Derks, 2005, pág. 100). 
Los primeros movimientos en contra de la trata de blancas pueden encontrarse en el 
siglo XIX con los incipientes movimientos feministas y especialmente con la activista 
Josephine Butler, quien realizó diversas campañas donde denunció la situación de las 
trabajadoras sexuales en el período victoriano, a la que comparaba con la esclavitud de las 
personas negras y condenó prácticas como los matrimonios forzados, el matrimonio infantil, 
la prostitución infantil, entre otras. (Palomo Cermeño, 2018, pág. 15)  
Durante la época colonial las mujeres indígenas y africanas eran objeto de trata con 
diversos propósitos: por un lado la explotación laboral, por otro la procreación de nuevos 
esclavos y finalmente para ser usadas como objetos sexuales. Este último fin siempre estaba 
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presente, independientemente de los otros fines. (Chiarotti, 2003, pág. 5). El final de la 
esclavitud o al menos del comercio y tráfico de esclavos negros que tenía lugar en América 
tanto en los Estados independientes como en las colonias europeas, no significó el fin de la 
trata de mujeres con fines de explotación sexual. 
Pero como señala Torres Falcón la trata de mujeres negras, asiáticas, árabes y latinas 
que tenía lugar en el siglo XIX no fue condenada internacionalmente. No sería hasta que el 
problema alcanzó a las mujeres blancas europeas que la comunidad internacional finalmente 
condenó la práctica con el Acuerdo Internacional sobre la Represión de la Trata de Blancas 
(1904). Dicho acuerdo, pese a únicamente proteger a las mujeres blancas, sería el primero en 
una lista de instrumentos internacionales contra la trata, que progresivamente abandonarían 
las restricciones de raza y género para dar origen a las normativas modernas. (Torres Falcon, 
2016, pág. 118). Sin embargo el origen histórico de la expresión “trata” ha producido que 
esta también se utilice para referirse a la prostitución, confusión que se mantiene hasta la 
actualidad (Barboza, 2006, pág. 17) 
La trata de personas constituye una forma de esclavitud moderna al ser una práctica 
deshumanizante cuya finalidad es “la de instrumentalizar o cosificar a una persona como si 
fuera una mercancía” (Casación Nº 39257 Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, 
2013). La vulnerabilidad de las mujeres, niños y niñas, adolescentes ante la trata es una 
realidad que sigue vigente en la actualidad. Según el Informe Global de trata de personas de 
2018, (UNODC), el 72% de las víctimas de trata a nivel mundial son de género femenino, 
49% mujeres adultas y 23% niñas. En ambos casos la mayoría de las víctimas han sido 
captadas para ser explotadas sexualmente. En Suramérica el 80% de las víctimas de trata son 
mujeres, un 51% siendo mujeres adultas y el resto niñas. (UNODC, 2018). Un factor de 
riesgo en la región es que “la mayoría de la población vive en la pobreza, incluida la extrema, 
con escasas posibilidades mejorar sus condiciones de vida”. (Ávila Hernández F. , 2019, pág. 
475) 
Esta realidad ha llevado a que el fenómeno de la trata haya sido analizado en 
numerosas ocasiones desde la perspectiva de los estudios de género y la filosofía feminista. 
Dentro de esta línea coexisten diversas posturas. 
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Para el feminismo estructural o radical, la trata está estrechamente relacionada con 
la explotación sexual y la prostitución es el mayor ejemplo, un fenómeno donde las mujeres 
se venden como objetos. La causa subyacente de este fenómeno es la subordinación de la 
mujer en la sociedad patriarcal que la reduce a un objeto sexual. (Barnhart, 2009, pág. 89) 
Por otro lado, desde el feminismo posmoderno, se ha criticado esta posición que 
hace énfasis excesivo en la explotación sexual, alegando que se hacen invisibles otras formas 
de explotación. Para este sector la explotación laboral de las mujeres de color había sido 
ignorada y solo se mencionaba el término en referencia a la explotación sexual de mujeres 
blancas. (Wolken, 2006, pág. 434).  
Desde la perspectiva de feminismo liberal, la trata es una violación de la libertad y 
autonomía de las víctimas. De esta forma no se condena el trabajo sexual que se realiza de 
forma voluntaria y se separa de la condena general al trabajo sexual que caracterizó a 
movimientos anteriores. De la misma manera se evita reducir el fenómeno de la trata a la 
explotación sexual y se reconocen otras formas de explotación (Barnhart, 2009, pág. 89) 
Durante las últimas décadas el fenómeno de la globalización ha afectado las 
dinámicas de la trata. La necesidad de crecimiento y maximización de utilidades de las 
empresas en los países en vías de desarrollo ha llevado al aumento de la economía informal, 
con la consecuencia de que este sector carece de visibilidad lo que hace que proliferen 
diversas formas de explotación. Otra consecuencia es la descomposición de la estructura 
familiar tradicional, debido a la necesidad de mayores ingresos, forzando a que cada 
integrante de la familia se convierta en “una unidad de trabajo separada e independiente” 
(Sanghera, 1999, pág. 4) 
Estos mismos factores llevan a las mujeres a emigrar para buscar mejores 
condiciones de vida, mejores ingresos u oportunidades laborales, o escapar de la violencia. 
No obstante su carácter de migrantes solo aumenta su vulnerabilidad. Y dicha vulnerabilidad 
puede ser empleada como excusa para establecer controles migratorios estrictos con el 
verdadero propósito de reducir la inmigración. Como señala Chiarotti: 
“Las conexiones entre migración y trata de personas que excedan ese marco podrían 
dar lugar a desviaciones conceptuales. Equiparar migración con tráfico de manera 
persistente puede significar también la intención política de justificar, vía la 
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protección de las víctimas, las restricciones migratorias… En Europa, estudiantes 
latinoamericanas que transitaban de retorno a sus hogares, han sido detenidas e 
interrogadas en los aeropuertos, como sospechosas de ejercer la prostitución, pero 
con la excusa de la protección contra el tráfico. La prepotencia con que se las trata 
en los controles migratorios y la humillación a que se ven expuestas, son justificadas 
como propias de la política de seguridad y el paradigma de la protección” (Chiarotti, 
2003, pág. 38).  
La severidad de los controles migratorios solo aumenta la migración irregular, 
escenario ideal para la proliferación de la trata. Ante la ausencia de canales legales, las 
migrantes acuden a “agentes” o “intermediarios” para que les asistan en la migración o en la 
adaptación en su lugar de destino, y al hacer esto se arriesgan a caer en redes de trata de 
personas. (Alianza Global Contra la Trata de Mujeres, 2003, pág. 57) 
En un sentido similar, la trata también ha sido esgrimida en oposición a los 
movimientos por los derechos de las trabajadoras sexuales y por quienes abogan por la 
prohibición de la prostitución: 
“Los opositores al movimiento por los derechos de las trabajadoras sexuales, como 
Melissa Farley y Janice Raymond, argumentan que el trabajo sexual debe ser 
criminalizado y abolido, porque su legalización puede aumentar los incidentes de trata 
de personas. El Protocolo de la ONU sobre la trata de personas de Raymond sostiene 
que muchas víctimas son traficadas a países en los que el trabajo sexual está 
legalizado o despenalizado, y debido a que son traficadas bajo la apariencia de 
migrantes, no están protegidas. Afirma que la participación en el trabajo sexual 
voluntario es una decisión que toman las mujeres en ausencia de opciones alternativas 
y que, por lo tanto, no se puede describir con precisión como una decisión voluntaria 
que se obtiene mediante el libre consentimiento.” (Banerji, 2018, pág. 70) 
 
 
3. Trata de personas en Colombia. Reconocimiento y primeros pasos en la lucha contra 
la trata. 
Colombia ha sido un país históricamente afectado por la trata de personas, tanto a 
nivel interno como a nivel internacional, al punto de ser identificado entre las principales 
fuentes de víctimas de trata en Latinoamérica y el mundo. (Chiarotti, 2003, pág. 7) En 
consecuencia, ha existido durante mucho tiempo un interés por prevenir y combatir este 
delito en el territorio nacional. No es sorpresivo entonces que el país ha sido parte de diversos 
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tratados internacionales para la prevención y condena de la trata y la esclavitud en general, 
en particular la Convención relativa a la Esclavitud firmada en Ginebra el 25 de septiembre 
de 1926. 
Igualmente el país ratificó otros Tratados Internacionales dirigidos especialmente a 
la protección de las mujeres como grupo vulnerable ante la trata, la prostitución forzada y 
otras prácticas similares. Entre estos destacan el Convenio Internacional para la represión de 
la Trata de Mujeres y Niñas de 1921 y la Convención internacional de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer de 1979. (Cardozo Lozano, 2010, pág. 30) 
No sería hasta un año más tarde que el delito de trata sería tipificado en la legislación 
nacional, pero no de forma general, sino dentro de una modalidad específica. El Código Penal 
de 1980 castigaba con prisión de 2 a 6 años a aquel que facilitara la entrada o salida del país 
de una mujer o menor de edad con fines de prostitución. Esta disposición era claramente 
insuficiente para hacer frente a la problemática, en particular por el hecho de que solo 
perseguía el delito cuando el fin del mismo era la explotación sexual, excluyendo otros 
motivos como la explotación laboral, la mendicidad forzada, entre otras. (Barreto, 2009, pág. 
13) 
El siguiente avance significativo fue el Decreto 1974 de 1996 el cual creó un Comité 
Interinstitucional de Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños. El mismo estaba 
presidido por el Ministro de Justicia, e integrado por el Ministro de Relaciones Exteriores, el 
Fiscal General, el Procurador de la Nación, el Defensor del Pueblo, el Director General de la 
Policía Nacional, entre otros, “con miras a crear lineamientos estatales que permitan 
respuestas efectivas para prevenir, asistir y disminuir los efectos y consecuencias, proteger 
a quienes son sujetos/as de este flagelo y perseguir a quienes promueven este delito.” 
(Cardozo Lozano, 2010, págs. 31-32) 
La Ley 599 de 2000 de Código Penal incluía la trata de personas en los mismos 
términos de la ley anterior es decir, únicamente en los casos de prostitución. No obstante 
dicha ley fue modificada por la Ley 747 de 2002 y finalmente se crea el tipo penal autónomo 
de trata de personas que incluye todas las diferentes modalidades de explotación. (Congreso 
de Colombia, 2002). A diferencia de las normas anteriores, la nueva legislación no solo 
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castiga a los responsables directos de la explotación, sino que “Involucra y penaliza todas 
las acciones conducentes a la perpetración del delito” (OIM, 2010, págs. 38-40) 
El siguiente hito en la historia de la penalización de la trata de personas tuvo lugar 
con la Ley 800 de 2003. Esta ley ratifica la Convención contra el Crimen Organizado 
Transnacional y el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente en mujeres y niños, o Protocolo de Palermo, que pasa a formar parte del 
ordenamiento jurídico colombiano. (Congreso de Colombia, 2003) 
Un hecho a destacar es la creación de una Línea Nacional Gratuita contra la Trata 
de Personas en 2003. La línea cuenta con un número nacional (01 8000 52 2020) y otro 
internacional (57-1 6001035), que funciona como un servicio de información y como un 
canal para denuncias. (Ministerio del Interior, 2003) 
Posteriormente la Ley 985 de 2005 deroga las normativas anteriores y adopta una 
amplia serie de medidas para la prevención de la trata de personas, la atención a las víctimas 
y la creación de un marco de acción para el Estado frente a esta problemática. Lo anterior 
“refleja el interés no solo de la Rama Legislativa sino de otros sectores del Gobierno y de la 
sociedad civil en prevenir la trata de personas y judicializar a los sujetos activos de esta 
conducta punible” (Londoño Toro, Varón Mejía, & Luna de Aliaga, 2012) 
La norma tipifica en su artículo tercero las conductas que se consideran como trata 
de personas y adopta un concepto similar al establecido en el Protocolo de Palermo. En 
cuanto a la sanción, la ley aludida establece penas de 13 a 23 años y una multa de 8000 a 
1500 salarios mínimos legales mensuales vigentes a los que participen en el delito. (Congreso 
de Colombia, 2005)  
La ley 985 asimismo cambiaría la denominación del Comité Interinstitucional de 
Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, ahora Comité Interinstitucional de Lucha 
contra el Tráfico de Personas. El Comité se convertiría en el organismo rector en la creación 
de políticas públicas, lineamientos institucionales, mecanismos de actuación y cooperación 
entre los organismos del Estado Colombiano en la lucha contra la trata. 
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Una de las primeras actuaciones del Comité fue la creación del Centro Operativo 
Anti-trata de personas, espacio permanente donde funcionan todos los organismos que 
integran el Comité. Este organismo permite y facilita la articulación de las actuaciones de los 
integrantes del Comité y su coordinación con los distintos programas locales, y busca tanto 
proporcionar asistencia a las víctimas como hacer frente a las redes criminales involucradas 
en la trata. (Universidad Nacional De Colombia , 2009, pág. 40). Como señala Henao: 
“El principal beneficio que se espera con el COAT es una mejor atención a las 
víctimas de este delito, evitar la revictimización institucional y promover la 
denuncia voluntaria, sin que el Centro dependa de esta, dado que el mandato de los 
funcionarios del centro es funcionar desde la investigación oficiosa (cumplir con lo 
establecido en la Constitución Política, la ley colombiana, los pronunciamientos de 
las altas cortes colombianas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos). Igualmente, una mejor 
investigación y aproximación jurídica al delito, con el fin de que los casos que sean 
llevados ante la jurisdicción penal sean castigados con condenas contra los 
perpetradores del delito.” (Henao Trip, 2008, pág. 394) 
Entre las funciones del Comité Interinstitucional de Lucha contra el Tráfico de 
Personas destaca la creación de la Estrategia Nacional integral de la lucha contra la trata de 
personas, plan marco creado mediante el Decreto 4786 de 2008 que define la actuación del 
Estado en la materia “con el fin de reducir el fenómeno, desde los enfoques de derecho, 
género y protección integral” (Comité Interinstitucional de Lucha Contra la Trata de 
personas, 2007, pág. 9).  
A estos 3 enfoques se sumaba un cuarto, el de la territorialidad, que buscaba adecuar 
las políticas a las dinámicas locales. Por otro lado la Estrategia Nacional aborda la lucha 
contra la trata a partir de 4 ejes, la prevención, la protección y asistencia a las víctimas y 
testigos, la cooperación internacional contra la trata de personas y el eje de investigación y 
judicialización, cada uno con objetivos específicos a ser desarrollados. (Comité 
Interinstitucional de Lucha Contra la Trata de personas, 2007) 
La Ley 985 dispone la creación de comités regionales, departamentales y 
municipales para la elaboración de políticas acorde con las necesidades de cada lugar según 
el caso. En la actualidad existen Comités Departamentales en todos los Departamentos del 
país y además se han constituido más de 50 Comités Municipales y 2 Comités Distritales. 
(Espacios de Mujer, 2016, pág. 16) 
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A partir de los lineamientos de la Estrategia Nacional, el gobierno llevó a cabo varias 
campañas dirigidas a informar al público, crear conciencia sobre el fenómeno, prevenir la 
comisión del delito e incentivar a las personas a denunciar. En 2007 se lanzó la campaña “La 
siguiente víctima puedes ser tú”, que fue sucedida en 2009 por la campaña “Con la trata de 
personas no hay trato”, ambas con el apoyo de la OIM. (Torres Mendez, 2016, pág. 26). 
Las leyes y políticas descritas convertirían a Colombia en un país pionero en la 
región al ser el primero en dictar una Ley contra la trata de personas acorde con los más 
recientes desarrollos del derecho internacional en la materia (Barragan Porras, 2010). Ya 
desde inicios de la década Colombia había sido distinguida como “ejemplo para la región, 
con respecto a la creación y puesta en marcha de la legislación y de los programas de lucha 
contra el fenómeno de la trata de personas” (UNODC, 2003, pág. 73).  
El Departamento de Estado de los Estados Unidos también ha destacado las acciones 
del Estado Colombiano para combatir la trata. En sus informes relativos a los esfuerzos de 
los Estados por luchar contra la trata, ha reiteradamente ubicado a Colombia dentro de la 
primera categoría, como un país plenamente comprometido y que cumple con los estándares 
internacionales en la lucha contra la trata. (Universidad Nacional De Colombia , 2009, págs. 
41-42) 
No obstante todos los esfuerzos y avances mencionados la trata de personas sigue 
siendo un problema muy grave en Colombia y las medidas tomadas no han logrado revertir 
esta realidad. Así, pese a que las políticas anti-trata impulsadas por el Estado y que han sido 
objeto de admiración internacional en repetidas ocasiones, “esta valoración no se compadece 
con el posicionamiento del país como detentor de los mayores niveles de explotación sexual 
y servidumbre involuntaria en el mundo” (Londoño Toro, Varón Mejía, & Luna de Aliaga, 
2012). 
Otros autores han señalado una desconexión entre el contenido de las Leyes y 
Decretos con las actuaciones de los órganos del Estado. 
“Desafortunadamente se le ha dado prioridad al enfoque de seguridad y persecución 
penal, que ha dejado de lado los derechos humanos; los investigadores concluyen 
que no hay unidad normativa en esta materia, no hay coordinación interinstitucional 
ni a nivel central ni en el territorio para la creación de las políticas. Hay ausencia de 
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indicadores para el seguimiento y evaluación de la política. La asignación 
presupuestal para la prevención y asistencia es escasa. Las investigaciones también 
han visualizado que la atención a las personas víctimas de trata es tardía o 
insuficiente; en la práctica no se tienen en cuenta los enfoques de género ni 
diferencial. No se han establecido programas para atención especializada, no hay 
articulación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil.” (Alarcón 
Moreno, 2017, pág. 181) 
La revisión de la literatura sobre el fenómeno de la trata en el país muestra un énfasis 
en enfoques meramente jurídicos, con especial atención a la respuesta de la política criminal 
y carece de un enfoque multidisciplinario del problema que centre su atención en la 
naturaleza del delito y la condición de las víctimas. (Cortés Nieto, 2011, pág. 117)  
 
4. Políticas anti-trata en Colombia. 
La Estrategia Nacional Integral contra la trata de personas ha sido actualizada y 
reemplazada por versiones posteriores. La versión vigente la Estrategia Nacional de 2016-
2018, publicada mediante el Decreto 1036 de la Presidencia de la República. La última 
versión modifica los enfoques, reemplaza la perspectiva de protección integral con los 
enfoques generacional o de ciclo vital y diferencial, que analizan el fenómeno de la trata, 
tomando en consideración las necesidades de las víctimas con relación a su edad y a la 
interseccionalidad de diversas características como la clase, origen étnico, lugar de 
procedencia (urbano o rural), salud, orientación sexual, carácter de víctima del conflicto 
armado, entre otros factores. Igualmente se añade un nuevo enfoque relativo a la política 
criminal para la lucha contra el delito. 
Asimismo, a los ejes de acción ya contenidos en la Estrategia original, se suman los 
ejes de coordinación y sostenibilidad, de Generación y Gestión del Conocimiento y de 
Seguimiento y Evaluación. Estos ejes están dirigidos a armonizar la actuación de los distintos 
organismos que hacen parte del Comité interinstitucional, al manejo de la información para 
la adecuación de las políticas públicas y la evolución de las estrategias en la lucha contra la 
trata y a la supervisión de la ejecución e implementación de dichas políticas. 
Un órgano central en el manejo de las cifras y datos sobre la Trata es el Observatorio 
de la trata de personas, órgano administrado por el Comité Interinstitucional, que se encarga 
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de la gestión del conocimiento, de la realización de análisis e informes y el suministro de 
información tanto al público como a los organismos del Estado. En cuanto a las políticas 
dirigidas a la prevención de la trata de personas, los diversos organismos del Estado 
Colombiano que conforman el Comité interinstitucional de lucha contra la trata de personas 
y otros que tienen competencias en la materia, han llevado a cabo diversas acciones dirigidas 
a informar a la comunidad general, al personal del Estado y a las posibles víctimas de trata. 
Entre las políticas preventivas se encuentran las campañas de información, 
prevención y sensibilización acerca de la trata, entre las que podemos mencionar “la siguiente 
víctima puedes ser tú”, “Con la trata de personas no hay trato” y “Tengo corazón y libertad, 
digo NO a la trata de personas”, todas del Ministerio del Interior y con difusión a través de 
diversos medios de comunicación; la campaña "Ante la Trata de Personas Reaccionemos en 
Cadena" del Ministerio de Relaciones exteriores, dirigida a la población joven y que se estima 
alcanzó a casi treinta mil jóvenes colombianos. (Espacios de Mujer, 2016) Desde 2018 la 
Fiscalía lleva a cabo la campaña “eso es cuento” dirigida principalmente a la prevención de 
la explotación sexual comercial de niños y adolescentes, divulgando información respecto a 
los riesgos de la trata de personas y los principales métodos de captación como son las ofertas 
laborales fraudulentas. (Fiscalía General de Colombia, 2020) 
Otro aspecto importante en la prevención de la trata consiste en la capacitación de 
personal del Estado, líderes sociales y comunitarios, defensores públicos, y miembros clave 
de la sociedad civil mediante talleres, conferencias, seminarios y diplomados. El centro de 
Pensamiento sobre la trata de personas reportó que para 2016 se habían capacitado más de 
catorce mil funcionarios de distintas ramas y órganos del Estado en diversos aspectos 
relacionados con la trata de personas, la gran mayoría pertenecientes a la Unidad de 
Información y Análisis Financiero (UIAF). Cabe destacar que si bien esta realiza actividades 
en contra del crimen organizado, principalmente la detección del lavado de activos, no se 
especializa en asuntos directamente relacionados con la trata. Peor aún, no se dispone de 
información relativa a la profundidad o extensión de dicha capacitación (Centro de 
pensamiento sobre la trata de personas, 2016).  
También se han elaborado iniciativas municipales, algunas de ellas con el apoyo de 
organizaciones internacionales. La UNODC ha llevado a cabo diversas campañas de 
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prevención y difusión de información, entre las que pueden mencionarse la “estrategia de 
prevención y detección de riesgos de la trata de personas, especialmente de mujeres y niñas”, 
de la Secretaria Distrital de la Mujer de la Alcaldía mayor de Bogotá, la campaña 'Ni un Paso 
Atrás frente a la Trata de Personas' en Bucaramanga y finalmente “Con la Trata de Personas 
no hay Trato” en Medellín, en los 3 casos en colaboración con las autoridades municipales 
(Torres Méndez, 2016). E igualmente se le ha dado uso de tecnologías de información como 
el lanzamiento en 2016 de la aplicación STAPP, para denunciar casos de trata, así como el 
establecimiento de líneas directas como la ya mencionada Línea Gratuita Nacional contra la 
Trata de Personas, la Línea Especializada para la Prevención y Atención de la Violencia 
Sexual y la Línea Gratuita Nacional 155 - Violencia contra las Mujeres. (OEA, 2019) 
La actuación preventiva del Estado no ha estado exenta de críticas. Por un lado, esta 
se ha centrado de manera casi exclusiva en la difusión de información y no ha habido políticas 
de prevención de tipo económico o social, dirigidas a disminuir los factores de riesgo que 
hacen vulnerables a ciertos sectores de la población. Al mismo tiempo, no se dispone de 
información precisa respecto al alcance o los resultados de dichos programas o del contenido 
de los mismos. Igualmente sorprende la no inclusión del tema en los currículos escolares ni 
la capacitación de los docentes. (Espacios de Mujer, 2016) 
 En lo que respecta a la asistencia a las víctimas la Ley 985 establece en su artículo 
7 que el Estado debe establecer programas de asistencia inmediata y mediata para la atención 
de las víctimas del delito de trata y establece el contenido mínimo de dichos programas. El 
Decreto número 1066 de 26 de mayo de 2015 por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Administrativo del Interior es la norma vigente que distribuye las 
competencias relativas a la gestión de dichos programas, que se dividen en 2 grupos, 
programas de asistencia inmediata y programas de asistencia mediata: 
• Programas de asistencia inmediata: Desarrollados en los artículos 
2.2.2.2.5 a 2.2.2.2.16 del Decreto número 1066 de 26 de mayo de 2015 
(Presidencia de la Republica, 2015) 
Retorno de las víctimas a su lugar de origen: la repatriación de ciudadanos 
colombianos está a cargo del Ministerio de Relaciones exteriores, mientras que en el caso de 
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extranjeros su repatriación se gestionara con las oficinas consulares de su país de origen y en 
cualquier caso se dará conocimiento a la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia para regularizar su situación migratoria, ya sea para su posterior repatriación o si 
no lo desea, para que permanezca legalmente el Colombia. Entre 2014 y 2017 se repatriaron 
a Colombia 259 nacionales víctimas de trata en el exterior, según reporta la Cancillería 
(Cancillería de Colombia, 2017) 
Seguridad, alojamiento adecuado y transporte: Corresponde al Ministerio del 
interior en conjunto con los Comités departamentales, distritales y/o municipales. Un aspecto 
que se ha criticado es la inexistencia de albergues, refugios o espacios con personal 
especializado para atender a las víctimas de trata. Ante esto muchos departamentos han 
optado por alojar a las mujeres víctimas de trata en hogares refugio para mujeres víctimas de 
violencia. (Instituto por la democracia y los derechos humanos de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú, 2017, pág. 18) Por ejemplo un informe de 2018 señalo que en la ciudad de 
Bogotá, para las 21 víctimas que requirieron alojamiento, este tuvo lugar en hoteles (si bien 
se aclaró que estos se encontraban en buenas condiciones para brindar un alojamiento digno) 
mientras el único caso en Caldas del 2017, ante la ausencia de un lugar de alojamiento, se le 
proporcionó a la víctima y a su familia un subsidio de arrendamiento. 
Asistencia médica, psicológica: De acuerdo al Decreto 1066 de 2015, “Si la víctima 
está afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la atención se brindará por 
parte de la Institución Prestadora de Servicios de Salud que determine la entidad promotora 
de salud”; si no está afiliada, “contará con una valoración de su estado de salud física y 
mental, la cual será brindada por la Institución Prestadora de Servicios de Salud que defina 
la entidad territorial competente en coordinación con el Comité Departamental, Distrital o 
Municipal de Lucha contra la Trata de Personas” (Presidencia de la Republica, 2015). 
También se realizarán visitas domiciliarias de atención psicosocial para detectar o identificar 
factores de riesgo psicosocial. (Ministerio del Interior, 2016) En el 2017 fueron reportadas 
por el COAT 42 víctimas de trata de personas a quienes se les brindó atención médica. De 
estos, 27 se encontraban afiliadas al Sistema General de Seguridad Social en Salud, mientras 
15 no lo estaban. Un seguimiento de los casos encontró que, en el año 2018, el número de 
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afiliados había aumentado a 36, mientras los restantes recibían atención a través de la red 
pública. (Espacios de mujer, 2018, pág. 58) 
Información y asesoría jurídica respecto a los derechos y procedimientos 
legales a seguir: La prestación de asesoría jurídica a la víctima para la restauración de sus 
derechos estará a cargo de la Secretaría Técnica del Comité departamental, distrital o 
municipal que se encargó de la recepción y alojamiento remite el caso a la Defensoría del 
Pueblo (Presidencia de la Republica, 2015). Allí se concreta cita con la víctima de Trata de 
Personas y se realiza el acompañamiento a la asesoría y orientación brindada por la 
Defensoría. (Observatorio Nacional de Trata de personas, 2018, pág. 17) 
• Programas de asistencia mediata: Desarrollados en los artículos 2.2.2.2.17 
a 2.2.2.2.25 del Decreto número 1066 de 26 de mayo de 2015 (Presidencia 
de la Republica, 2015) 
Capacitación y ayuda en la búsqueda de oportunidades de empleo: corresponde 
al Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA - en coordinación con el Ministerio del Trabajo, 
incluirán a las víctimas de la trata en los programas de formación laboral. De no existir dichos 
programas en la región donde se encuentre la víctima, ambos organismos en colaboración 
con los gobiernos municipales y regionales tendrán la tarea de diseñar e implementar los 
mismos. Igualmente dichas autoridades nacionales y locales, junto con las organizaciones de 
la sociedad civil y el sector privado promoverán la inclusión de las víctimas en el mercado 
laboral a fin de que obtengan un empleo formal. (Presidencia de la Republica, 2015) No 
obstante, en la práctica se ha señalado que no existen programas para la reinserción al sistema 
educativo de las víctimas, ni que les ofrezcan herramientas laborales para alejarlas de los 
“círculos de explotación” (Instituto por la democracia y los derechos humanos de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, 2017, pág. 18).  
Acompañamiento jurídico durante todo el proceso legal: Nuevamente a cargo de 
la Defensoría, dicho acompañamiento tendrá como objeto principal el ejercicio de las 
acciones judiciales para exigir la reparación de los daños que han sufrido las víctimas. 
Durante el periodo 2015-2017, se brindaron 235 asistencias y representaciones judiciales, 
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especialmente en los departamentos de Antioquia, Bogotá D.C. y Quindío. (Espacios de 
mujer, 2018)   
Un aspecto a señalar es la ausencia de información actualizada y organizada 
respecto a los ciudadanos nacionales y extranjeros que se han visto beneficiados por estos 
programas desde su implementación, lo que dificulta apreciar el panorama completo de la 
atención del Estado a las víctimas de la trata.  
También es importante mencionar la sentencia C-470/16 de la Corte Constitucional 
del 31 de agosto de 2016, con Ponencia del magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, 
que declaró inexequible la obligatoriedad de que la víctima haya denunciado el delito para 
poder recibir la prestación de los servicios de asistencia mediata. La Corte consideró que 
dicho requisito constituía una forma de revictimización y un perjuicio de los derechos 
humanos del solicitante. (Sentencia C-470/16 Corte Constitucional de Colombia, 2016) 
Por otro lado, cuando la víctima de la trata sea un niño, niña o adolescente, el 
organismo competente es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. El ICBF (por sus 
siglas) será el encargado de suministrar asistencia y atención a estos y sus familias y 
colaborará con los demás organismos del Estado dentro de sus competencias, con el objeto 
de procurar el restablecimiento de los derechos de los niños. (Ministerio del Interior, 2016) 
Pese a la amplia gama de mecanismos de asistencia a las víctimas descritas y a la 
efectiva operatividad de los mismos, una investigación exhaustiva llevada a cabo en 2016 
encontró muchas falencias respecto al funcionamiento de algunos de estos programas y en 
general identificó que existe escasa información disponible sobre estos. Por ejemplo, en el 
área laboral y de salud no existen datos precisos respecto al seguimiento a las víctimas, en 
cuanto a la prestación de asistencia médica y psicológica a largo plazo a las víctimas y sus 
familias, o respecto a la capacitación o inserción laboral, ni se han establecido mecanismos 
para dar atención prioritaria a las víctimas de la trata. (Espacios de Mujer, 2016) 
Otro informe señaló que la duración de ambas etapas de asistencia, la inmediata que 
se establece para 5 días (prorrogable por otros 5 días) y la mediata que tiene una duración de 
6 meses (prorrogable por 3 meses adicionales) son muy breves y no permiten a los 
organismos responsables el brindarle a las víctimas la atención y los cuidados necesarios. 
26 
 
También se menciona la ausencia de indicadores de cumplimiento y mecanismos de 
seguimiento y monitoreo de la función pública, que permitan la evaluación precisa del 
alcance y los resultados de las políticas públicas implementadas. (Federación Iberoamericana 
del Ombudsman, 2016, pág. 38) 
En algunas áreas se señaló la falta de mecanismos concretos para el cumplimiento 
de los fines de los programas (restitución de derechos de los niños), la falta de información 
sobre dichos mecanismos (repatriación de víctimas adultas de trata en el exterior). También 
se observaron discrepancias entre las cifras de casos manejadas por diversos organismos y 
las que manejaban otros entes públicos, las ONGs y las organizaciones internacionales. 
(Espacios de Mujer, 2016) 
Algunos ejemplos de estas discrepancias son alarmantes. Por ejemplo, para 2017, 
los Comités departamentales de Cundinamarca, Medellín, Risaralda y el Valle del Cauca 
reportaban 117 casos de trata de personas, mientras el Ministerio del Interior reportaba solo 
55 casos para esos mismos territorios. Inexplicable si tenemos en cuenta que son 
precisamente estos Comités departamentales quienes suministran los datos al Ministerio. 
(Espacios de mujer, 2018, pág. 104) 
Otro aspecto sumamente preocupante es el relativo a la persecución del delito en sí: 
“La persecución, investigación y sentencia del delito de trata es un gran reto que los 
operadores del sector judicial deben afrontar en la lucha contra los altos índices de 
impunidad en Colombia. Llama la atención que (1) el número de noticias 
criminales/denuncias interpuestas es casi el doble el número de víctimas reportadas 
(181 las denuncias en la Fiscalía vs. 98 víctimas de Trata a nivel nacional reportadas 
por el Ministerio del Interior) y que (2) las sentencias condenatorias sean en el 2017 
solo 10, haciendo necesaria la creación de un sistema único de registro entre policía 
(reporta solo 37 capturas por Trata de personas) y Fiscalía. Esta última no cuenta 
con información que permita establecer de manera confiable los niveles de 
impunidad respecto a investigaciones por violaciones a DDHH cometidas contra 
pueblos étnicos.” (Espacios de mujer, 2018, pág. 16)  
No sorprende entonces que la trata se mantenga como un problema tan serio para el 
país. Las deficiencias señaladas en el funcionamiento de los programas del Estado conducen 
a la inefectividad de las mismas. La falta de seguimiento a los programas educativos y de 
empleo, conducen a que las víctimas permanezcan en un estado de vulnerabilidad, y puedan 
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ser objeto de revictimización. En consecuencia, las víctimas regresan en muchos casos a vivir 
en condiciones de precariedad laboral y habitacional. 
Por otro lado, el énfasis de los esfuerzos preventivos ha estado en campañas de 
información. No se ha enfocado la prevención en factores socioeconómicos que hacen a las 
personas susceptibles de ser captadas por los grupos dedicados a la trata. Tampoco hay 
evidencias de que se realicen esfuerzos preventivos enfocados en grupos vulnerables 
(inmigrantes, habitantes de zonas fronterizas, trabajadores domésticos, trabajadores 
sexuales). 
Igualmente no existe evidencia de que los funcionarios públicos de todos los 
órganos competentes reciban un adiestramiento adecuado para ayudarlos a identificar los 
posibles casos de trata de personas. A lo que se suma el bajo número de sentencias 
condenatorias, pese al alto número de víctimas. Todo lo anterior conduce a concluir que pese 
a contar con políticas públicas que están al día con los estándares internacionales, existen 
deficiencias importantes que desvirtúan el funcionamiento de las mismas. 
Mientras tanto el problema empeora. Cifras del Ministerio del Interior reportaron 
124 casos de trata de personas en el año 2019, de los cuales 109 eran mujeres. El grupo etario 
predominante entre las víctimas eran los adultos jóvenes (18 a 24 años) con 63 casos del 
total. La mayoría de los casos eran de trata externa (76) y la explotación sexual era la 
modalidad de trata más común (79 casos). (Ministerio del Interior, 2019) 
En la primera mitad del 2020, cuando se realiza esta investigación, se reportaron 32 
casos de trata, de los cuales la mayoría son mujeres. Los grupos etarios más comunes son 
adolescentes (12 a 17 años) con 8 casos y adultos jóvenes con 10. La mayoría de los casos 
fueron de trata externa (27) y la finalidad más común fue la de explotación sexual (18). Un 
dato alarmante es el hecho de que las víctimas venezolanas corresponden a casi la mitad del 
total, con 15 casos. (Ministerio del Interior, 2020) Lo que es peor aún, estas cifras demuestran 
una tendencia en aumento de la trata de personas en los últimos años en Colombia. 
 
5. Crisis migratoria de refugiados y trata de personas. Políticas del Estado Colombiano. 
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En el 2020 se ha registrado un aumento significativo en el número de venezolanos 
víctimas de la trata de personas con relación a años anteriores, con 15 víctimas en lo que va 
del año. Un número preocupante si consideramos que entre 2015 y 2017 solo se registraron 
10 casos (Observatorio Nacional de Trata de personas, 2018, pág. 9). No obstante, aún se 
está frente a un número relativamente bajo de casos, particularmente si lo contrastamos con 
el elevado número de inmigrantes que han ingresado a Colombia en los últimos años. 
Como menciona el mismo informe del Observatorio Nacional de Trata de personas 
de 2018: 
“Debido al aumento de la Migración venezolana, se estima que un número 
significativo de ciudadanos venezolanos puedan ser víctimas del delito de Trata de 
Personas en el territorio Colombiano. A pesar que los registros con los que cuenta 
el Ministerio del Interior no evidencian el incremento desbordado de víctimas de 
nacionalidad venezolana, medios de comunicación y autoridades del orden local y 
regional han manifestado su preocupación por la comisión de actos relacionados con 
el ejercicio de la Trata de Personas.” (Observatorio Nacional de Trata de personas, 
2018, pág. 7) 
En este sentido se ha señalado que a partir del 2018, la percepción de la sociedad 
civil colombiana hacia los inmigrantes venezolanos pasa de ser negativa a considerarlos 
como víctimas en situación de vulnerabilidad. Este cambio se produjo gracias al trabajo de 
entes públicos, organizaciones humanitarias y la iglesia. Lo que no significa que se haya 
eliminado por completo la percepción negativa del migrante Venezolano. Situaciones como 
el tráfico de personas, la explotación laboral, la discriminación y la estigmatización de los 
inmigrantes que se hicieron evidentes para gran parte del público colombiano, contribuyeron 
al cambio de perspectiva (Fundación Ideas Para la Paz, 2018, pág. 10).  
Desde el inicio de la crisis migratoria el Estado Colombiano ha implementado 
diversas políticas públicas para asistir a los ciudadanos venezolanos y reducir su 
vulnerabilidad en áreas clave. Si bien realizar un análisis profundo de dichas medidas escapa 
al objeto de la presente investigación, podemos señalar las más importantes: 
• En el año 2017 el gobierno crea la Tarjeta de Movilidad Fronteriza (TMF) como 
mecanismo para registrar y regularizar el tráfico para aquellos ciudadanos que 
ingresaban al país de forma temporal. La TMF sería abolida en 2018. 
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• En agosto de 2017 se emite el Permiso Especial de Permanencia, documento que 
permite la regularización de los migrantes, les permite el trabajar legalmente en el 
país, afiliarse a los servicios de salud e ingresar al sistema educativo. Hasta la fecha 
el PEP ha sido emitido en 4 ocasiones y residen en Colombia 597.583 migrantes 
venezolanos portadores del PEP. (Migración Colombia, 2019) 
• En 2018 se crea el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos (RAMV), 
para caracterizar a la población migrante, creado por la Unidad Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres (UNGRD) en colaboración con las personerías municipales, 
la Defensoría del Pueblo, lo que permitió recolectar información en “temas de 
composición familiar, educación, competencias laborales, salud e intenciones de 
permanencia de la población en situación irregular que se presentó de manera 
voluntaria a los puntos de recolección de datos”. (CONPES, 2018, pág. 19 y 30) 
• Según el Banco Mundial el Estado ha fortalecido su respuesta institucional para la 
protección de los derechos humanos, citando entre otros casos la creación de centros 
de atención al migrante en las zonas fronterizas para dar albergue y alimentación a 
los migrantes, así como la prestación de la atención de servicios médicos de 
urgencia, se elaboró e implementó un plan de atención a menores por el ICBF y se 
ha permitido el acceso a los migrantes a la educación preescolar, básica y media. 
(Banco Mundial, 2018, pág. 55) 
• En materia de inserción laboral, se creó el Registro Único de Trabajadores 
Extranjeros en Colombia, para obtener datos precisos sobre el perfil laboral de los 
migrantes. En 2018 el Consejo Nacional de Política Económica y Social delegó en 
el SENA la certificación y el reconocimiento de la experiencia laboral de los 
migrantes venezolanos, a través de diversos mecanismos. (CONPES, 2018) 
No obstante estas medidas que indudablemente demuestran un esfuerzo de parte del 
Estado de proteger los derechos de los inmigrantes, existen diversas críticas con respecto a 
diversos aspectos de las mismas. Sobre el PEP, la dificultad de conseguir los documentos 
requeridos para obtener el beneficio representa un obstáculo en muchos casos insalvable para 
muchos migrantes. Y al ser este el mecanismo principal para la regularización de la condición 
migratoria, quienes no logran reunir dichos requisitos no tienen opción más que permanecer 
en la irregularidad migratoria. Entre las razones que dificultan adquirir estos documentos 
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incluyen “la no expedición de los documentos mencionados por parte del Gobierno 
venezolano, su costo de obtención o el vencimiento, robo o pérdida de los documentos en el 
proceso migratorio.” (Banco Mundial, 2018) 
Además el PEP no es un documento de identidad, como lo son la cédula de 
ciudadanía o extranjería, por lo que no brinda al portador de un documento de identidad 
válido. Por otra parte su emisión está condicionada por la fecha y modo de entrada (cada PEP 
que ha sido establecido por decreto establece una fecha de entrada límite para solicitarlo y 
solo se entrega a quienes ingresaron legalmente). En cuanto a la cedula de extranjería, se 
emite a extranjeros con una visa de permanencia de más de 3 meses, cuya solicitud implica 
costos y requisitos que nuevamente excluyen a los sectores más vulnerables. (CODHES y 
otros., 2018, pág. 18) 
Por encima de todo sorprende la no inclusión de la inmigración entre los enfoques 
de la Estrategia Nacional Integral vigente, ni la creación de políticas específicamente 
dirigidas a la protección de los migrantes venezolanos en condición vulnerable. Por otro lado, 
la llegada de los mismos a distintos departamentos de Colombia ha significado un aumento 
del riesgo de trata de personas en territorios que carecían de los recursos para afrontar este 
problema debido a la poca incidencia del mismo en el pasado. 
“es importante señalar que, según lo establecido en el Decreto 1066 de 201589, la 
asistencia a las víctimas de estos delitos recae sobre los comités territoriales de lucha 
contra la trata de personas. No obstante, muchos de ellos no están preparados ni 
cuentan con los recursos suficientes para brindar esta asistencia. Esto ocurre 
particularmente en territorios que no registraban casos, pero debido a las dinámicas 
del fenómeno migratorio, han reportado la ocurrencia de alguno recientemente. Por 
esta razón, es necesario realizar acciones que permitan implementar efectivamente la 
política pública contra la trata de personas en los territorios. En particular, urge aplicar 
esta política con un enfoque diferencial para víctimas migrantes, en particular 
aquellas de nacionalidad venezolana. Esto, debido a que existe un vacío normativo 
frente a la atención de estas personas, ya que por la situación del vecino país, la 
mayoría de ellas no desean retornar a Venezuela.” (CONPES, 2018, págs. 73-74) 
La situación de vulnerabilidad de los migrantes es aún mayor en el caso de las 
mujeres migrantes. La falta de oportunidades ha llevado a muchas inmigrantes venezolanas 
a ejercer como trabajadoras sexuales, a la mendicidad o al contrabando. (Pineda, 2018).  
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Un reportaje de 2018 encontró en ese año 188 casos de mujeres migrantes 
venezolanas sometidas a la prostitución forzada en el exterior, 88 de los casos en Colombia. 
(Rodriguez Rosas, 2018). Muchos de estos casos no son catalogados como trata al haber las 
inmigrantes llegado al destino por su cuenta (como se describió en capítulos anteriores, la 
trata implica el traslado de la víctima), no obstante las víctimas viven en condiciones 
similares a la esclavitud. 
La Corte Constitucional en una sentencia sobre un proceso relativo a un 
establecimiento de comercio en una zona fronteriza donde había mujeres venezolanas 
ejerciendo la prostitución, señaló el riesgo en el que estas se encuentran de ser víctimas de 
trata: 
“(…) situaciones particulares de carácter socio-económico son las que seguramente 
han llevado a estas mujeres venezolanas a migrar hacia Colombia para realizar esta 
clase de actividades, viendo en el paso de la frontera una oportunidad para mejorar 
sus condiciones de vida. Estos eventos hacen que estas últimas estén en una 
situación de vulnerabilidad que facilita su explotación sexual, e incluso la trata de 
personas… El Estado colombiano no puede desconocer las normas internacionales 
en materia de protección de migrantes, por más que estas personas se encuentren de 
forma ilegal en nuestro territorio. Se deben valorar las razones por las que decidieron 
venir a Colombia, los riesgos que corren si son expulsadas del país y la situación 
concreta que enfrentarían en Venezuela en caso de ser devueltas.” (Sentencia T-
073/17 de la Corte Constitucional, 2017) 
En dicho proceso la Corte ordenó a Migración Colombia y a las demás autoridades 
que tomarán las medidas necesarias para salvaguardar los derechos de estas mujeres 
venezolanas, incluyendo la emisión de visas de trabajo. Sin embargo, este tipo de medidas 
en casos concretos no sustituyen a las políticas públicas que deben tener lugar si quiere 
prevenirse la trata y la explotación de los ciudadanos venezolanos y en particular las mujeres 
venezolanas, grupo más vulnerable. 
Porque si bien es preocupante las cifras de víctimas venezolanas que han aumentado 
progresivamente en los últimos años, es posible que existan casos mucho más numerosos de 
explotación y trata de personas que han escapado a las autoridades y que existan muchas más 
víctimas sometidas a este flagelo. En particular con el alto número de migrantes irregulares 
que viven en la clandestinidad con miedo a la deportación.  
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6. Conclusiones y recomendaciones. 
Tras analizar como el Estado colombiano ha hecho frente a delito de la trata de 
personas a través de diversas políticas públicas para la prevención y para la atención a las 
víctimas, es momento de determinar la veracidad o falsedad de la hipótesis. La sucesión de 
los diferentes instrumentos nacionales, ya sea de tipo legislativo o administrativo, evidencian 
una evolución de los estándares que definen las políticas públicas lo que demuestra el interés 
del Estado en incorporar diferentes perspectivas para el análisis del fenómeno de la trata, sus 
causas y sus efectos en las víctimas, sus familiares y la sociedad 
Igualmente la existencia de un Comité Interinstitucional y de Comités 
Departamentales en todo el territorio del país, demuestra la cooperación de las autoridades 
en distintas áreas estratégicas y en los distintos niveles del Estado para hacer frente a la trata 
desde diversos ámbitos, enfrentándose a cada uno de los aspectos de este fenómeno. 
Finalmente estas políticas han dado lugar a la creación de programas concretos para la 
consecución de los objetivos establecidos en ellas, entre los que podemos mencionar 
campañas de prevención, programas de asistencia inmediata y mediata a las víctimas, 
establecimiento de mecanismos sencillos para denunciar y obtener información, entre otros. 
El marco normativo y las mencionadas políticas públicas han llevado a que el Estado 
Colombiano ha sido repetidamente incluido entre los países líderes en la lucha contra la trata. 
Sin embargo, en la actualidad Colombia se mantiene entre los países más afectados por este 
delito. Y las políticas públicas ejecutadas por el Estado en el periodo 2016-2020 han sido 
objeto de diversas críticas. 
Entre estas críticas destaca la falta de información concreta respecto al 
funcionamiento de las políticas públicas. Otro problema relacionado es la falta de unidad 
entre los registros llevados por los diferentes entes y órganos nacionales, departamentales y 
municipales. La existencia de cifras diferentes de casos para el mismo periodo por parte de 
organismos diferentes es consecuencia de esta falta de coordinación, que impide valorar 
adecuadamente las acciones estatales. 
En cuanto a la protección de los inmigrantes forzados ante la trata, existe una 
ausencia de políticas públicas específicas para este fin y la no inclusión de la inmigración 
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entre los enfoques para la elaboración de políticas públicas anti-trata en el marco de la 
estrategia nacional vigente. Lo anterior evidencia una desconexión entre la respuesta 
institucional a ambos problemas. Así el Estado debe emplear un enfoque más amplio al 
considerar tanto su política de prevención de la trata de personas como la asistencia a los 
migrantes.  
En lo que respecta a las políticas específicas para atender la crisis migratoria, son 
innegables los esfuerzos del Estado Colombiano para atender las necesidades de los 
migrantes. Entre estas se encuentran políticas para regularizar a los inmigrantes, incluirlos 
en el mercado laboral y brindarles acceso a los servicios de salud, con la atención a urgencias 
y educación en los primeros niveles.  
La creación del PEP ha sido una medida particularmente destacada, al permitir la 
regularización de un elevado número de venezolanos. No obstante, la dificultad para obtener 
este permiso se convierte en el mayor obstáculo para la regularización de decenas de miles 
de inmigrantes. 
Por otro lado, el Estado colombiano ha enfocado su respuesta a la trata de personas 
desde la perspectiva exclusiva de la política criminal. Esto conduce a que la respuesta 
institucional al mismo se ha centrado en la prevención, la persecución penal y la atención a 
las víctimas. Pero al hacer esto ha descuidado la atención a los factores socioeconómicos que 
hacen que algunos grupos o individuos sean especialmente susceptibles de ser víctimas de 
este delito. 
En el caso de los migrantes venezolanos, al tratarse de una población migrante 
forzada, existen perfiles de vulnerabilidad especiales que deben ser atendidos. Por un lado, 
la dificultad para regularizar la condición migratoria para aquellos que entraron al país 
ilegalmente o han permanecido más allá del tiempo de estadía legal permitido. Por otro lado, 
la dificultad para acceder al mercado laboral o al sistema educativo, a los servicios de salud, 
o de satisfacer sus necesidades de habitación y alimentación, los vuelve particularmente 
vulnerables a ser víctimas de explotación. 
Las cifras oficiales del año 2020 muestran que los venezolanos han pasado a 
convertirse en el grupo más afectado por la trata de personas en Colombia. Las principales 
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modalidades de trata son la explotación laboral y la explotación sexual. Para el primer caso, 
se necesita agilizar la entrada de los migrantes al mercado laboral legal y que no deban 
recurrir a la informalidad, o aceptar condiciones de explotación ante la falta de oportunidades. 
Igualmente se requiere aumentar los esfuerzos del Estado para detectar a las víctimas de 
explotación. También sería importante monitorear aquellas ocupaciones tradicionalmente 
asociadas a la explotación y la trata, como el trabajo doméstico o en sectores poco 
remunerados.  
En el segundo caso, las condiciones de carácter socioeconómico que llevan a las 
mujeres a dedicarse al trabajo sexual deben ser atendidas. Esto incluye las relativas a la 
regularización del estatus migratorio, pero también la existencia real de oportunidades de 
empleo y la atención a las necesidades esenciales de alimentación y habitación. Igualmente, 
el Estado debe verificar que el trabajo sexual se realice libremente y no bajo coerción o 
violencia y que se haga sin poner en riesgo la salud de las mujeres.   
En consideración a lo anterior y respondiendo la interrogante central de la 
investigación, podemos afirmar que dada la especial vulnerabilidad de los inmigrantes 
venezolanos en Colombia, que han pasado a ser el grupo más afectado por la trata de 
personas, es necesario que el Estado Colombiano implemente políticas específicas destinadas 
a proteger a estos migrantes. Actualmente existen en Colombia políticas públicas diseñadas 
e implementadas por el Estado para la prevención de la trata de personas y la protección de 
la comunidad general, que incluyen campañas de información para alertar al público de los 
riesgos de la trata, programas de atención mediata e inmediata a las víctimas, y la tipificación 
del delito y sus actos conexos. Pero hasta la fecha de esta investigación no se han establecido 
y desarrollado políticas públicas específicas para proteger a la población migrante que tomen 
en cuenta sus diferentes perfiles de vulnerabilidad. 
Por otro lado la migración no aparece mencionada dentro de la Estrategia Nacional 
Integral contra la trata de personas, instrumento marco para la elaboración de la política 
pública. Esta omisión es difícil de entender, si tenemos en cuenta el impacto que ha tenido 
en Colombia la migración forzada venezolana en los últimos años, la forma como esta 
población se ha visto afectada por el problema de la trata y las dificultades relativas a 
conseguir empleo, educación y vivienda, lo que los vuelve particularmente vulnerables, y las 
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políticas actuales no toman en consideración todo esto, y son insuficientes para brindarles 
protección integral. En consecuencia, consideramos que la hipótesis de esta investigación, 
que es necesario que el Estado Colombiano implemente políticas públicas destinadas a la 
protección de la población migrante venezolana frente a la trata de personas, ha sido probada 
satisfactoriamente.  
Cabe mencionarse también que la Estrategia Nacional Integral contra la trata de 
personas vigente fue redactada para el periodo 2016-2018, pero a falta de una nueva versión 
se mantiene instrumento vigente. Es necesaria la emisión de una nueva Estrategia nacional 
para el periodo en curso que incorporé a la migración como un factor a considerar a la hora 
de elaborar la política pública y a los migrantes como un grupo vulnerable que debe ser 
especialmente protegido. 
Por consiguiente y para finalizar se realizan las siguientes recomendaciones: 
• La creación de un organismo central de información sobre la trata de personas que 
fortalezca la cooperación entre los distintos órganos y entes del Estado, que 
suministre información sobre el impacto real de las políticas anti-trata y realice un 
seguimiento de los resultados de estas y los aspectos a mejorar, y que colabore en la 
elaboración de nuevas políticas. Esto permitirá mantener un control más preciso de 
la información para evitar contradicciones entre los diferentes entes y organismos 
involucrados en la lucha contra la trata. Dichas funciones podrían ser asumidas por 
el Observatorio Nacional de la Trata de personas, que hasta el momento opera 
únicamente como un órgano de difusión. 
• La inclusión de la migración entre los enfoques de la Estrategia Nacional Integral 
contra la trata de personas, así como uno de los ejes para la actuación del Estado y 
la elaboración de políticas específicas para prevenir la trata de inmigrantes 
venezolanos. Teniendo en cuenta de que es necesaria la creación de una nueva 
Estrategia Nacional Integral que sustituya a la Estrategia 2016-2018, la inclusión de 
la migración en la misma es un asunto de mucha urgencia. 
• La flexibilización de los requisitos para la obtención del PEP, algunos de los cuales 
son inaccesibles para muchos inmigrantes, lo que les impide regularizar su situación 
migratoria. Otra solución sería la sustitución del PEP por un instrumento con 
36 
 
carácter más permanente, que permita la regularización de la elevada población 
migrante irregular que reside en Colombia. El nuevo instrumento debería ser válido 
como documento de identidad en Colombia, una de las mayores falencias del PEP  
• La atención a los factores de vulnerabilidad económica y social en el momento de 
elaborar políticas para la prevención de la trata de personas. Es decir enfocarse en 
las causas socioeconómicas que hacen a las poblaciones vulnerables ante la trata, 
para incluirlas dentro de la respuesta institucional a dicho delito. Factores como la 
pobreza, la desigualdad de género, la precariedad laboral, entre otros, deben ser 
abordados para la elaboración de políticas públicas más efectivas contra la trata de 
personas. 
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